El GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL SENADO (GPP), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente propuesta de veto.
JUSTIFICACIÓN
I

En el año 1985 se aprobó la Ley Orgánica 9/1985, de 5 de julio, de despenalización del aborto en determinados supuestos, que supuso la reforma del artículo 417 bis del Código Penal, incorporando así por primera vez en la legislación española el aborto, y despenalizando su práctica en 3 supuestos. 
II

En los años 2009 y 2010 se tramitó hasta su aprobación la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de interrupción voluntaria del embarazo, en la cual se pasa de una ley de supuestos (LO 9/1985) a una ley (LO 2/2010) que establece la posibilidad de interrumpir el embarazo hasta las 14 semanas de gestación y en determinados supuestos hasta las 22 semanas o en toda la gestación, pasando de una ley de supuestos a una de plazos.

En el trámite de ese Proyecto de Ley, se recabaron informes de diversos órganos consultivos, en los que se evidenció la ausencia de consenso sobre el contenido del texto que se sometió a aprobación. Así, el Consejo Fiscal informó negativamente el Proyecto de Ley por diferentes razones, entre ellas el sistema de plazos elegido, la ausencia de acuerdo con el derecho internacional en materia de protección de la vida del no nacido, la colisión con la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas,  la falta de asesoramiento por parte de entidades independientes que informasen a la mujer sobre las ayudas u opciones al aborto existentes o la dificultad para conciliar el derecho y obligación de los progenitores de velar por sus hijos (art. 154 del Código Civil) con la posibilidad de las menores de 16 y 17 años de recurrir al aborto sin conocimiento de aquellos. Por su parte el Consejo General del Poder Judicial no emitió informe por falta de consenso, y el Consejo de Estado en su informe de 17 de septiembre de 2009 emitió también críticas al proyecto de ley, recomendando la existencia de garantías para asegurar la madurez de la decisión de la mujer o la necesidad de asegurar información comprensible sobre el alcance de ésta. 

La ley, inmediatamente después de su aprobación, fue recurrida ante el Tribunal Constitucional por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, encontrándose el recurso pendiente de resolución.

III

El Proyecto de Ley de reforma de la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo, es inoportuno y resulta innecesario, ya que el contenido de la Ley 2/2010 es tan sensible y complejo que tramitar su reforma a través de un procedimiento parlamentario de urgencia, sin escuchar a personas expertas, Colegios Profesionales, entidades y asociaciones especializadas y sin procurar un amplio consenso resulta improcedente y apresurado. 

Cerca de 1.000 aportaciones recibidas en el trámite de audiencia pública eran de valoración negativa de la norma en su conjunto o de alguno de sus principales elementos. Tampoco se ha escuchado a las Comunidades Autónomas: ninguna de las 52 alegaciones efectuadas por las comunidades autónomas de Madrid, Castilla-León y Galicia (excepto una de carácter técnico, asumida solo parcialmente) han sido admitidas en el trámite de información pública. Una vez más, las formas de este Gobierno resultan improcedentes y de nula voluntad de consenso.

Es más, este Proyecto no contaba, en su inicio, con los Informes preceptivos del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), ni del Consejo Fiscal en el inicio de la tramitación parlamentaria. Al Consejo de Estado ni siquiera se le solicitó dictamen, algo que debiera haberse efectuado dada la trascendente materia regulada en esta normativa, aunque no sea preceptivo. Sorprende también que no se hayan solicitado informes a la Comisión de Bioética, sociedades científicas y colegios de profesionales médicos y sanitarios, siendo un Proyecto de Ley cuyos preceptos afectarán sensiblemente a su actividad profesional.
El pasado 14 de junio, el Ministerio de Igualdad solicitó la emisión de informe al CGPJ, al Consejo Fiscal, al Consejo Económico y Social y a la Agencia Española de Protección de Datos. Como se tramitaba por vía de urgencia, el plazo de entrega se cumplía el 30 de junio. Sin embargo, sólo los dos últimos órganos enviaron sus análisis en ese período. El Consejo Fiscal informó al Ministerio de que, por falta de medios, le resultaba inviable realizarlo en el plazo estipulado, habiéndolo presentado con posterioridad. El CGPJ pidió más tiempo para evaluarlo, pero el 3 de julio el Ministerio rechazó la concesión de un plazo mayor, habiendo emitido informe en el mes de diciembre tras su trámite en el Congreso de los Diputados.

El propio Dictamen del Consejo Económico y Social (CES) lamenta que “la perentoriedad del plazo de urgencia dado para la emisión del dictamen haya limitado las posibilidades de abordar el debate sobre el articulado con el sosiego y la profundidad que merecería el texto objeto del dictamen, llevando a este Consejo a poder realizar únicamente algunas observaciones de carácter general…”.
 De entre los informes evacuados (UGT y CEOE, a través del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer), una gran mayoría de las propuestas no se han aceptado, dado que el texto prácticamente no se ha visto alterado en este trámite administrativo. 

El informe del Consejo Fiscal sugiere mantener el plazo de reflexión entre la información y la realización de la intervención y la obligatoriedad de recibir la información sobre las ayudas a la maternidad con carácter previo al consentimiento del aborto en las menores de edad.

El informe del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), conocido durante el plazo de presentación de enmiendas en el Senado, desmonta alguno de los ejes centrales de este proyecto de Ley, en concreto en lo relacionado con la eliminación del requisito de información y autorización paterna para las mujeres de 16 y 17 años que solicitan la Interrupción Voluntaria del Embarazo, así como con la supresión del periodo de reflexión obligatorio antes de someterse a un aborto, o la eliminación del acceso obligatorio a la información sobre alternativas y prestaciones y ayudas a la maternidad. Del mismo modo advierte que la baja laboral por menstruación incapacitante, puede derivar en efectos de marginación o estigmatización en las mujeres que sufren menstruaciones incapacitantes.

El resultado de esta apresurada tramitación, con la incorporación de informes preceptivos tras el debate en el Congreso de los Diputados, es una muestra más de que el Gobierno ni siquiera pretende aparentar un mínimo respeto democrático por las instituciones del Estado, ni tampoco por los organismos, agentes sociales o colegios profesionales. La reforma planteada en este Proyecto de Ley es muy deficiente desde el punto de vista técnico-jurídico y una amalgama de temas inconexos de cuestionable constitucionalidad por su afectación a derechos y libertades fundamentales. Una forma de proceder que retrata la ligereza con la que se legisla sobre cualquier tema de calado desde este Gobierno y particularmente desde el Ministerio de Igualdad.

IV
La interrupción voluntaria del embarazo y su tratamiento legislativo constituye uno de los temas más complejos para cualquier Gobierno, en el que es necesario hacer el mayor de los esfuerzos por lograr el mayor consenso posible, dado que implica conjugar serios dilemas personales, sociales y éticos. Conviene insistir además que está en vigor una Ley recurrida y lo prudente y sensato sería esperar a que se pronuncie el Tribunal Constitucional.
El Gobierno, en cambio, ha conseguido justamente lo contrario con la aprobación de este Proyecto de Ley y las notables carencias advertidas en su tramitación referidas anteriormente. La forma en la que este Proyecto de Ley regula cuestiones de tanto calado social como, entre otras,

· la interrupción voluntaria del embarazo de las menores

· la supresión del período de reflexión previo actualmente vigente y de la preceptiva información relativa a las prestaciones y ayudas a disposición de las mujeres

· la creación de un registro obligatorio de profesionales médicos que se acojan a su derecho constitucional a la objeción de conciencia  

ha generado una gran controversia jurídica, política y social que el Gobierno ha decidido obviar, impulsando su tramitación de urgencia, sin atender las alegaciones presentadas y sin facilitar, en plazo, la remisión de informes fundamentales para sustentar su propuesta normativa en el plazo correspondiente, y cuando estos informes preceptivos han sido evacuados, desmontan los pilares fundamentales de esta modificación legislativa.

Por otra parte, es importante apoyar una educación adecuada en los ámbitos de la afectividad y la sexualidad para promover relaciones desde el respeto y la responsabilidad frente a los demás, y facilitar información sobre las diferentes posibilidades de prevención del embarazo, así como de las enfermedades de trasmisión sexual. Es absolutamente esencial para una sociedad avanzada facilitar el apoyo a la maternidad, y crear un sistema de protección con un conjunto suficiente y efectivo de medidas, en diferentes ámbitos como el económico, el fiscal, el educativo, el formativo, el de vivienda, entre otros, que estén planificadas y cuenten con dotación presupuestaria suficiente y adecuada, de las que carece este Proyecto de Ley.
Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Popular entiende que éste es un Proyecto de Ley innecesario, inoportuno y precipitado, guiado por un espíritu profundamente alejado de la necesaria búsqueda del consenso social y político en un tema de tanta complejidad, y con una posible vulneración de los derechos fundamentales y principios de nuestro ordenamiento jurídico, por lo que se presenta una propuesta de veto al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.
